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5.6.5.

5.7.

Recurribilidad de la resolución de ampliación

El art. 23.2 LPAC dispone que «contra el acuerdo que resuelva sobre la ampliación
de plazos, que deberá ser notificado a los interesados, no cabrá recurso alguno». Se trata
de un acto administrativo de trámite no cualificado, por lo que no cabe recurso autó-
nomo, ni administrativo ni jurisdiccional. Sí cabe que el interesado manifieste la opo-
sición a la ampliación, lo que determinará que la resolución final deberá pronunciarse
al respecto.

No se trata de un acto administrativo cualificado porque la propia LPAC en su art.
23.2 así lo dispone, al excluirlo de toda impugnación. Si no se dijera nada al respecto,
tampoco parece que pudiera ser recurrido porque la ampliación del plazo del procedi-
miento no resuelve directa o indirectamente el fondo del asunto, no determina la
imposibilidad de continuar el procedimiento ni produce indefensión o perjuicio irre-
parable para los derechos o intereses legítimos.

La impugnación deberá hacerse, en su caso, cuando se impugne la resolución final
del procedimiento. Será en ese momento cuando se podrá cuestionar la resolución de
ampliación, la competencia del órgano que la haya adoptado, su contenido y justifica-
ción. Como se puede comprobar de las sentencias citadas, el enjuiciamiento de la reso-
lución de ampliación se hace como prius del enjuiciamiento de la extemporaneidad de
la resolución final: si se anula la ampliación del plazo la resolución final será extempo-
ránea y, en casos como en la impugnación de resoluciones de deslindes de dominio
público, el exceso temporal determina automáticamente la caducidad del procedimiento
y la nulidad del acto final. Esta resolución final será extemporánea y al concurrir cadu-
cidad se habrá dictado sin seguir el procedimiento correspondiente que, como se indica
en este trabajo, es un supuesto de nulidad absoluta, según el art. 47.1.e) LPAC.

La ampliación del plazo de resolución y notificación y el art. 32 LPAC

Hemos examinado la facultad de ampliación del plazo de resolución y notificación
de un procedimiento en virtud del art. 23 LPAC. Por su parte, el art. 32 LPAC regula
otra cuestión como es la ampliación del plazo del cumplimiento de los trámites en el
curso de un procedimiento administrativo. Se plantea si esta última facultad es suscep-
tible de ser aplicada a la duración máxima de un procedimiento, de modo que el plazo
para notificación la resolución final pueda extenderse hasta, por lo menos, la mitad del
plazo previsto. Ya se anticipa que según la doctrina del TS sí es posible.

El art. 32 LPAC debe relacionarse con el art. 29 que establece que «los términos y
plazos establecidos en ésta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio
de las Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así
como a los interesados en los mismos». Y los plazos a los que se refiere son todos,
incluyendo los que se establecen para que la Administración y los interesados lleven a
cabo sus actuaciones respectivas.

El art. 32 LPAC establece lo siguiente:
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«1. La Administración, salvo precepto en contrario, podrá conceder de oficio o a peti-
ción de los interesados, una ampliación de los plazos establecidos, que no exceda de la mitad



—

—

—
—

—

La diferencia con el art. 23 LPAC es manifiesta:

La ampliación se adopta por la Administración de oficio o a petición de los
interesados.
La petición de los interesados así como la decisión sobre la ampliación deberán
producirse antes del vencimiento del plazo de que se trate, todo ello corolario
de que en ningún caso podrá ser objeto de ampliación un plazo ya vencido.
La ampliación del plazo no excederá de la mitad de los mismos;
El presupuesto de hecho es que las circunstancias lo aconsejan y con ello no se
perjudican derechos de tercero.
En todo caso, el acuerdo de ampliación deberá ser notificado a los interesados
y los acuerdos sobre ampliación de plazos o sobre su denegación no serán sus-
ceptibles de recurso, sin perjuicio del procedente contra la resolución que ponga
fin al procedimiento, coincidiendo en este aspecto con la ampliación del art. 23
LPAC.

Según la doctrina que se va a exponer ahora, la faculta de ampliación, acordada de
oficio, del plazo máximo de notificación de la resolución final puede adoptarse tanto
en aplicación del art. 23 como del 32 LPAC. Obviamente en ambos casos se deberá
estar a la regulación específica y se deberán cumplir con las condiciones de ambos
artículos, siendo más estrictos los del art. 23 que ya hemos detallado. Pero nada impide
que se acuda al art. 32 LPA para ampliar el plazo máximo del procedimiento que en
este caso no podrá ser más de la mitad del establecido ordinariamente.

Respecto a las condiciones de aplicación de la ampliación del art. 32 LPAC las SSTS
de 11-5-2017 (rec. 1824/2015) y 21-12-2016 (rec. 312/2015) las detallan con relación
al art. 49.1 LRJPAC. Especial relevancia tiene la exigencia de que el acuerdo de amplia-
ción del plazo sea motivada, que viene exigida también por el art. 35.1 e) LPAC, [art.
54.1.e) LRJPAC]: «serán motivados los acuerdos de aplicación de la tramitación de
urgencia, de ampliación de plazos y de realización de actuaciones complementarias».
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de los mismos, si las circunstancias lo aconsejan y con ello no se perjudican derechos de
tercero. El acuerdo de ampliación deberá ser notificado a los interesados.

2. La ampliación de los plazos por el tiempo máximo permitido se aplicará en todo caso
a los procedimientos tramitados por las misiones diplomáticas y oficinas consulares, así como
a aquellos que, sustanciándose en el interior, exijan cumplimentar algún trámite en el
extranjero o en los que intervengan interesados residentes fuera de España.

3. Tanto la petición de los interesados como la decisión sobre la ampliación deberán
producirse, en todo caso, antes del vencimiento del plazo de que se trate. En ningún caso
podrá ser objeto de ampliación un plazo ya vencido. Los acuerdos sobre ampliación de plazos
o sobre su denegación no serán susceptibles de recurso, sin perjuicio del procedente contra
la resolución que ponga fin al procedimiento.

4. Cuando una incidencia técnica haya imposibilitado el funcionamiento ordinario del
sistema o aplicación que corresponda, y hasta que se solucione el problema, la Administra-
ción podrá determinar una ampliación de los plazos no vencidos, debiendo publicar en la
sede electrónica tanto la incidencia técnica acontecida como la ampliación concreta del plazo
no vencido».



1.

1. 
2. 

FERNÁNDEZ, T.R., Manual de Derecho Urbanístico. 2016. pp. 182 y ss.
Ibidem. pp. 183 y 184.

ART. 13.3. REAL DECRETO LEGISLATIVO 7/2015, DE 30 DE OCTUBRE, POR EL

QUE SE APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DEL SUELO Y REHABILITACIÓN

URBANA

Es principio básico de nuestro régimen jurídico inmobiliario el que toda actividad
que suponga el uso artificial del suelo está condicionada a una actividad administrativa
de control que tiene como finalidad comprobar la adecuación de aquel uso a la nor-
mativa aplicable. Y este control se concreta en la figura de la licencia urbanística. Como
señala la doctrina la licencia es el tipo mismo de los actos de autorización1: responde a
la concepción clásica de los actos con los que la Administración «remueve los obstáculos
que se oponen al libre ejercicio de un derecho del que ya es titular el sujeto autorizado,
previa comprobación de que dicho ejercicio no pone en peligro interés alguno prote-
gido por el ordenamiento. En realidad el propietario tiene un derecho preexistente, el
de propiedad, cuyo despliegue efectivo viene condicionado por la Ley al cumplimiento
de ciertos deberes (de cesión, equidistribución y urbanización). Satisfechas estas condi-
ciones, se consolida en aprovechamiento inherente a la titularidad dominical»2.

Las licencias urbanísticas son otorgadas por los Ayuntamientos mediante la resolu-
ción de un procedimiento administrativo iniciado a instancia del interesado. Por lo tanto
y en principio, de atenernos a la regulación de la LPAC, la Administración local tendrá
la obligación de dictar resolución expresa y notificarla al solicitante ya en sentido positivo
o negativo, sobre la base de que la licencia urbanística es un acto administrativo reglado
que debe otorgarse sin excusa alguna si concurren las condiciones que establece la nor-
mativa en la que se incluye fundamentalmente la ordenación urbanística. El art. 13.3.
Real Decreto legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto
Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana (TRLS), lo dispone así: «todo
acto de edificación requerirá del acto de conformidad, aprobación o autorización admi-
nistrativa que sea preceptivo, según la legislación de ordenación territorial y urbanística,
debiendo ser motivada su denegación».



3. Debe recordarse que la STC 61/1997, de 20 de marzo, estableció los criterios para la distribución
de competencias entre el Estado y las CCAA en relación la ordenación urbanística y territorial: a las CCAA
les corresponde la regulación de la materia con carácter exclusivo, mientras que el Estado tendrá compe-
tencias sobre esa materia en tanto incidan en materias de la exclusiva competencia estatal, lo que deberá
justificarse punto por punto. Por ello en materia urbanística y de ordenación del territorio el Estado puede
legislar en desarrollo de sus competencias exclusivas en la regulación de las condiciones básicas en el ejercicio
del derecho de propiedad del suelo (art. 149.1.1 CE), la legislación civil y registral (art. 149.1.8 CE), y la
legislación básica del régimen jurídico de las administraciones públicas y procedimiento administrativo
común, así como en materia de expropiación forzosa (Art. 149.1.18 CE). En relación con la regulación
estatal (en el art 242 TRLS/92, siendo esta ley la que fue objeto de la STC 61/1997, cuyo contenido es
hoy parte del art. 11 TRLS) que establece la obligatoriedad de que todo acto de edificación precisa de una
licencia urbanística, el TC entiende que está amparada por la competencia del Estado en la regulación de
las condiciones básicas del derecho de propiedad; y en relación a la prohibición de que se adquieran facul-
tades contra la normativa urbanística por silencio administrativo, se entendió, como luego se ve, incluido
en la competencia estatal exclusiva en el régimen n jurídico de las Administraciones públicas y del proce-
dimiento administrativo común.

El procedimiento administrativo y los plazos de resolución y notificación serán los
previstos en la regulación que las CCAA aprueben en ejercicio de sus competencias en
materia de urbanismo y ordenación de territorio3. Pero lo relativo al sentido del silencio
administrativo, de la falta de notificación en plazo de la resolución final del procedi-
miento de concesión de licencias es lo que se plantea aquí.

La regulación de la LPAC, en concreto el art. 24.1, establece el silencio positivo:
en los procedimientos iniciados a solicitud del interesado el vencimiento del plazo
máximo sin haberse notificado resolución expresa legitima al interesado para entenderla
estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma
con rango de ley o una norma de Derecho la Unión Europea o de Derecho internacional
aplicable en España establezcan lo contrario, excepción que deberá fundarse en la con-
currencia de razones imperiosas de interés general; y también es el silencio negativo en
los procedimientos relativos al derecho de petición (art. 29 CE), cuando la estimación
tenga como consecuencia la transferencia al solicitante o a terceros facultades relativas
al dominio público o al servicio público, impliquen el ejercicio de actividades que pue-
den dañar el medio ambiente, en los procedimientos de responsabilidad patrimonial y
en los procedimientos para resolver recursos administrativos.

Pues bien, el art. 11.3 TRLS incluye una prohibición genérica de adquisición de
facultades por silencio administrativo en contra de lo previsto en la ordenación urba-
nística del siguiente tenor: art. 11.3 TRLS «Régimen urbanístico del derecho de pro-
piedad del suelo» lo dispone así:

Y luego, en el apartado 4.º dispone expresamente, ya sin lugar a dudas, una serie de
supuestos de silencio administrativo negativo:
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«Todo acto de edificación requerirá del acto de conformidad, aprobación o autorización
administrativa que sea preceptivo, según la legislación de ordenación territorial y urbanística,
debiendo ser motivada su denegación. En ningún caso podrán entenderse adquiridas por silencio
administrativo facultades o derechos que contravengan la ordenación territorial o urbanística».



a)

b)

c)

d)

4. Debe tenerse en cuenta que se declaran inconstitucionales y nulos los incisos destacados en negrita
de las letras a) y d) y son constitucionales, en los términos establecidos por el fundamento jurídico 23, el
inciso destacado de la letra b) y la letra c) del apartado 4, por Sentencia 143/2017, de 14 de diciembre.
Ref. BOE-A-2018-605, en el mismo sentido, en cuanto a la constitucionalidad del inciso destacado de la
letra b) y de la letra c) del apartado 4, Sentencia 75/2018, de 5 de julio. Ref. BOE-A-2018-11273.

1)

2)

Pues bien, sobre el art. 11.3 TRLS, en el inciso subrayado, puede decirse lo
siguiente:

La STC 61/1997, entiende que establecimiento en la legislación del Estado de
la prohibición de que se adquieran por silencio administrativo facultades o
derechos contra la normativa urbanística, es constitucional por tener el Estado
competencia exclusiva en el régimen jurídico de las Administraciones públicas
y del procedimiento administrativo común (art. 148.1.18 CE). Esta STC no se
pronuncia sobre si el silencio es positivo o negativo, sino solo dice que esa
prohibición de adquirir facultades urbanísticas por la falta de resolución de la
solicitud de una licencia urbanística está dentro de la competencia estatal prevista
en el art. 148.1.18 CE.
Otra cosa es que tal prohibición haya sido interpretada por la STS de 29-1-2009,
y luego lo veremos, como un supuesto de silencio administrativo negativo amparado
por la habilitación del art. 24.1. LPAC: sería una norma con rango de ley la que
excepciona el principio general de silencio positivo. Por ello, si la Administra-
ción local no notifica en plazo la resolución de una solicitud de licencia urba-
nística no se produce silencio positivo (mediante un acto nulo o anulable) sino
que lo que se genera es una desestimación presunta. Ahora bien, esto lo dice
teniendo en cuenta el asunto resuelto por la Sentencia recurrida en casación: si
no se resuelve una solicitud de una licencia urbanística en plazo la Administra-
ción local no está vinculada por el carácter del silencio producido, pues si lo que
se pide es contrario a la regulación urbanística se estaría en el marco de la prohi-
bición del art. 11.3 TRLS y no habría silencio positivo. Por ello, la resolución
extemporánea de esta solicitud puede ser desestimatoria y no revocatoria, pues
nada habría que revocar (vía revisión de oficio) si nada se había adquirido. Por
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«Con independencia de lo establecido en el apartado anterior, serán expresos, con silen-
cio administrativo negativo, los actos que autoricen:

Movimientos de tierras, explanaciones, parcelaciones, segregaciones u otros
actos de división de fincas en cualquier clase de suelo, cuando no formen
parte de un proyecto de reparcelación.
Las obras de edificación, construcción e implantación de instalaciones de
nueva planta.
La ubicación de casas prefabricadas e instalaciones similares, ya sean provisionales o
permanentes.
La tala de masas arbóreas o de vegetación arbustiva en terrenos incor-
porados a procesos de transformación urbanística y, en todo caso, cuando
dicha tala se derive de la legislación de protección del domino público»4.



3)

5. 

6. 

El recurso de inconstitucionalidad que se resuelve por la STC 143/2017 lo plantea el Consejo
de Gobierno de la Generalidad de Cataluña alegando vulneración de las competencias urbanísticas de esa
Comunidad Autónoma por varios artículos de la Ley 8/2013, uno de los cuales era el art. 9, apartado
séptimo que se había reproducido el art. 23 del RDL 8/2011, con idéntico contenido que el art. 11.3
TRSL ahora vigente.

Una cosa es la competencia exclusiva según el art. 149.1.18 CE en relación al procedimiento
administrativo y la inclusión de una cláusula general de silencio administrativo en los procedimientos ini-
ciados a instancia del particular (precisamente adjudicando silencio positivo en el art. 24.1 LPAC) y otra
que el Estado amparándose en la misma competencia (ex. art. 148.1.18 CE) pueda establecer excepciones
en determinados ámbitos sectoriales que son de competencias de las CCAA. Esto es sabido que no es así,

esto, entendemos que la STS de 29-1-2009 sí establece un supuesto de silencio
negativo por el cauce de excluir toda vinculación de la resolución extemporánea
al sentido de un silencio positivo que no se habría producido.
Lo anterior, el silencio administrativo en estos casos (y solo en estos), se impone
a lo que la regulación autonómica pueda prever en su normativa, como veremos
a continuación, pues se trata de una regulación básica sobre régimen jurídico de
las Administraciones Públicas y procedimiento administrativo común.

Como se ha indicado, la STC 61/1997 de 14 de diciembre, tiene por objeto dilu-
cidar, entre otros preceptos, la constitucionalidad de la prohibición general de adquirir
por silencio administrativo facultades contrarias al ordenamiento urbanístico, precepto
que ahora se encuentra en el art. 11.3 TRLS5. El TC entiende que la interdicción de
obtener facultades contrarias a la Ley o al planeamiento urbanístico constituye una regla
general en materia de Derecho urbanístico y que debe ser incardinada, en cuanto al
orden de competencias, en el art. 149.1.18 CE, siendo competencia exclusiva del Estado
en relación al procedimiento administrativo.

Ahora bien, de aquí a que la referida prohibición de adquisición de facultades urba-
nísticas sea un supuesto de silencio administrativo negativo, creemos que se debe a la
doctrina del TS, que luego se expone y ya se ha anticipado. Somo señala la STC
147/2017, de 14 de diciembre: «En la citada STC 61/1997, FJ 34.a), se analizó la cons-
titucionalidad de la regla del artículo 242.6 del Texto Refundido de la Ley de suelo
1992 —recogida en idénticos términos, en el último inciso del artículo 9.7 del Texto
Refundido de la Ley de suelo de 2008, no impugnado—, según la cual «no podrán
adquirirse por silencio administrativo facultades o derechos contrarios a la ordenación
territorial y urbanística», procediendo a su encaje en el artículo 149.1.18 CE, sin otra
indicación argumental que afirmar que dicha regulación «ha venido a recogerse en la
Ley 30/1992 de régimen jurídico de las Administraciones públicas y del procedimiento
administrativo común». «Esta regla implica, de acuerdo con la interpretación de legalidad ordi-
naria que ha realizado el Tribunal Supremo, que el silencio es positivo o negativo según que lo
solicitado sea conforme o no con la ordenación urbanística o territorial y no puede reconducirse a la
causa de nulidad de pleno de derecho prevista en el artículo 47.1 f) de la Ley 39/2015, de 1 de
octubre, del procedimiento administrativo común de las Administraciones públicas» (la cursiva es
nuestra). Por lo tanto, la cuestión nos parece dudosa6.
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1. REGULACIÓN GENÉRICA

La Sección 1.ª del Capítulo I del Título IV de la LJ regula las denominadas «dili-
gencias preliminares» (nada que ver con las reguladas en los arts. 256 y ss. LEC), inclu-
yendo en el art. 43 la declaración de lesividad, que es un presupuesto de procedibilidad
para que la Administración impugne en vía contencioso-administrativa los actos admi-
nistrativos firmes que sean anulables, y en el art. 44 el requerimiento previo entre
Administraciones. Este artículo 44 LJ tiene el siguiente contenido:

Se ha generalizado la regulación propia del régimen de la Administración local, en
el artículo 65 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local
(LRBRL) y, en el ámbito de los conflictos constitucionales entre el Estado y las Comu-
nidades Autónomas, en el artículo 63 de la Ley orgánica del Tribunal Constitucional.

Se parte de la prohibición de que las Administraciones públicas se interpongan
recursos administrativos entre sí. Pero para facilitar la solución extrajudicial del conflicto
entre Administraciones públicas se permite que una de ellas dirija un requerimiento

«1. En los litigios entre Administraciones públicas no cabrá interponer recurso en vía
administrativa. No obstante, cuando una Administración interponga recurso contencioso-
administrativo contra otra, podrá requerirla previamente para que derogue la disposición,
anule o revoque el acto, haga cesar o modifique la actuación material, o inicie la actividad
a que esté obligada.

Cuando la Administración contratante, el contratista o terceros pretendan recurrir las
decisiones adoptadas por los órganos administrativos a los que corresponde resolver los
recursos especiales y las reclamaciones en materia de contratación a que se refiere la legis-
lación de Contratos del Sector Público interpondrán el recurso directamente y sin necesidad
de previo requerimiento o recurso administrativo.

2. El requerimiento deberá dirigirse al órgano competente mediante escrito razonado
que concretará la disposición, acto, actuación o inactividad, y deberá producirse en el plazo
de dos meses contados desde la publicación de la norma o desde que la Administración
requirente hubiera conocido o podido conocer el acto, actuación o inactividad.

3. El requerimiento se entenderá rechazado si, dentro del mes siguiente a su recepción,
el requerido no lo contestara.

4. Queda a salvo lo dispuesto sobre esta materia en la legislación de régimen local».



1. La STS de 31-12-2001 (rec. 43/2000) señala que «En los casos del artículo 44 de la LRJCA la
Ley ha establecido un mecanismo de concertación y entendimiento entre Administraciones Públicas para
evitar litigios, conforme al clima de coordinación que es principio general de las relaciones entre todas ellas
(artículo 103.1 CE; artículo 55 de la LRBRL; artículo 3 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización
y Funcionamiento de la Administración General del Estado artículos 3 y 4 de la LRJPAC, modificada por
la Ley 4/1999, de 13 de enero y artículo 4 de la Ley 12/1983, de 14 de octubre, del proceso autonómico)».
Por su parte, la STS de 11-6-2020 (rec. 3696/2019), describe la finalidad de este trámite: «cabe recordar….»

previo a la interposición del recurso contencioso-administrativo1. Pero tanto la prohi-
bición de interposición de recursos administrativos como la posibilidad de requeri-
miento previo existe cuando la Administración que plantea el conflicto actúa como
titular y en ejercicio de competencias administrativas, pues en el caso de que los intereses que
pretenda defender la Administración sean los propios de que sea ella titular como un
particular más, que no se deriven de una situación derivada de prerrogativas inherentes
al poder público, entonces no podrá presentar este requerimiento y sí estará legitimada
para interponer los recursos administrativos que procedan o acudir a la jurisdicción
contencioso administrativa. Es decir, cuando el conflicto se plantea entre Administra-
ciones públicas pero una de ellas se posicione en la relación jurídica despojada de su
condición de poder público, no procede el requerimiento previo. En estos casos la parte
recurrente, la Administración impugnante, debe agotar, en su caso, la vía administrativa,
o puede interponer recurso de reposición previo a la presentación del recurso conten-
cioso-administrativo.

La presentación o no de este requerimiento y la legitimación para hacerlo, puede
incidir en el ulterior acceso a la jurisdicción planteándose diversos problemas espacial-
mente cuando hay falta de contestación al requerimiento previo. Determinar cuándo
una Administración pública interviene como un particular o como poder público, es
determinante de la viabilidad o no del requerimiento previo (o del recurso administra-
tivo). Y esto a su vez incide en el acceso a la jurisdicción en los supuestos de falta de
contestación al requerimiento.

El requerimiento previo no es un recurso administrativo, sin que participe de su natu-
raleza, ni de la regulación general del Capítulo II del Título V LPAC, sobre los recursos
administrativos. En especial, no es de aplicación el art. 115.2 LPAC que establece que
«el error o la ausencia de calificación del recurso por parte del recurrente no será obs-
táculo para su tramitación, siempre que se deduzca su verdadero carácter». Así lo esta-
blece la STS de 25-5-2009 (rec. 4808/2003):

Y curiosamente, en sentido contrario STS de 14-3-2014 (rec. 3793/2011): «Lo
cierto es que la interposición indebida de un recurso administrativo, cuando lo suyo
hubiera sido la presentación del requerimiento del art. 44 LJ, puede dar lugar a la
extemporaneidad del recurso contencioso-administrativo. Este recurso, según el art.
46.6 LJ, tiene que interponerse necesariamente en el plazo de dos meses a computar así:

"En los litigios entre Administraciones, el plazo para interponer recurso conten-
cioso-administrativo será de dos meses, salvo que por Ley se establezca otra cosa.
Cuando hubiera precedido el requerimiento regulado en los tres primeros apartados del
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2. Seguimos a CALZÓN MAHÍA, H.J., El Requerimiento entre administraciones públicas como
requisitos de impugnación. En 77 aspectos esenciales del recurso contencioso administrativo. Ob. cit. pp.
244 y 245.

artículo 44, el plazo se contará desde el día siguiente a aquel en que se reciba la comu-
nicación del acuerdo expreso o se entienda presuntamente rechazado"».

Pues bien, si se interpone un recurso administrativo indebidamente (la Administra-
ción actúa como poder público y solo puede presentar el requerimiento previo), el plazo
de interposición del recurso contencioso se cuenta desde la notificación o publicación
del acto o disposición a recurrir, no teniéndose por interpuesto recurso administrativo
alguno ni, obviamente, requerimiento previo. Por ello, la falta de resolución a un
recurso administrativo indebidamente interpuesto no va a afectar en modo alguno al
plazo de dos meses desde la notificación o publicación del acto o resolución adminis-
trativa y así lo indica la STS de 14-11-2016 (rec. 3841/2015). Cuestión distinta es que
una Administración interponga un recurso administrativo siguiendo las instrucciones
señaladas por la actuación administrativa en cuestión, como señala la STS de 30-11-2021
(rec. 1055/2020).

El requerimiento se ha de presentar en el plazo dos meses contados desde la publi-
cación de la norma o desde que la Administración requirente hubiera conocido o podido
conocer el acto, actuación o inactividad, mediante escrito razonado dirigido al órgano
competente que concretará la disposición, acto, actuación o inactividad. Luego se verá
el régimen específico de los arts. 65 a 67 LBRL.

Como se ha apuntado antes, el requerimiento se entenderá rechazado si, dentro del
mes siguiente a su recepción, la Administración requerida no lo contestara. Y el plazo para la
interposición del recurso contencioso-administrativo será de dos meses desde la notifi-
cación del rechazo del requerimiento. A falta de contestación alguna en el plazo de un
mes, se entiende rechazado y se puede interponer recurso contencioso en el plazo de
dos meses.

Si se presenta el requerimiento previo el ulterior recurso contencioso que se inter-
ponga frente a su rechazo expreso o por silencio deberá atenerse al ámbito cuestionado
en el requerimiento. No podrá extenderse a aspectos de la disposición general o del acto
administrativo que no se hayan incluido expresamente en el propio requerimiento, pues
en otro caso concurriría una especie de desviación procesal. El requerimiento debe
concretar los aspectos cuestionados por la Administración que lo presenta y que luego,
en el caso de desatención expresa o no, determinarán el objeto del recurso contencioso-
administrativo. No obstante, la Administración requiriente puede impugnar mediante
recurso contencioso-administrativo lo que considere oportuno sin sujeción al contenido
del requerimiento previo, siempre que ese recurso contencioso-administrativo se inter-
ponga en el plazo de dos meses desde la notificación o publicación de la disposición o
acto2. De este modo, la presentación del requerimiento no impide que se impugnen
jurisdiccionalmente aspectos no incluidos en el mismo, pero tal circunstancia exige que
esas pretensiones se ejerciten en tiempo y forma, y no a expensas de la contestación, o
no, del requerimiento. Si se espera a la contestación expresa habrá que estar luego al
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2.

contenido del requerimiento previo, del mismo modo que si se recurre el rechazo por
la falta de con En estos términos la STS de 16-2-2010 (rec. 27/2008).

La no contestación del requerimiento en el plazo de un mes abre el plazo de inter-
posición del recurso contencioso-administrativo, que deberá formalizarse en el plazo de
dos meses. No es aquí de aplicación la doctrina jurisprudencial sobre la inexistencia de
plazo en los casos de silencio administrativo. La STS de 19-2-216 (rec. 3685/2013) lo
detalla y justifica.

RÉGIMEN DE REQUERIMIENTO PREVIO EN EL ÁMBITO LOCAL. ARTS. 65 A 67 LBRL

El art. 65 LBRL regula el requerimiento estatal o autonómico a un ente local en
relación a la impugnación de un acto administrativo de éste que infringe el ordena-
miento jurídico, lo que se denomina control general. La particularidad se aprecia en que
el requerimiento señala un plazo de un mes para que la Administración local requerida
proceda a anular el acto en cuestión. El plazo de interposición del recurso contencioso-
administrativo se contará desde que se rechace expresamente el requerimiento o desde
que se cumpla el plazo indicado sin que se anule el acto. Este requerimiento es potes-
tativo pues puede acudirse directamente a la jurisdicción contencioso administrativa. La
regulación es la siguiente:

El art. 66 LBRL regula el mismo requerimiento a instancia del Estado o de las CCAA
cuando el ente local dicte actos o acuerdos que menoscaben o infrinjan las competencias
de aquellos, o sobrepase sus propias competencias. La única particularidad es la expresa
referencia a una particularidad de la suspensión del acto objeto del requerimiento:
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«1. Cuando la Administración del Estado o de las Comunidades Autónomas considere,
en el ámbito de las respectivas competencias, que un acto o acuerdo de alguna Entidad local
infringe el ordenamiento jurídico, podrá requerirla, invocando expresamente el presente
artículo, para que anule dicho acto en el plazo máximo de un mes.

2. El requerimiento deberá ser motivado y expresar la normativa que se estime vulne-
rada. Se formulará en el plazo de quince días hábiles a partir de la recepción de la comuni-
cación del acuerdo.

3. La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comunidad Autónoma, podrá
impugnar el acto o acuerdo ante la jurisdicción contencioso-administrativa dentro del plazo
señalado para la interposición del recurso de tal naturaleza señalado en la Ley Reguladora
de dicha Jurisdicción, contado desde el día siguiente a aquel en que venza el requerimiento
dirigido a la Entidad local, o al de la recepción de la comunicación de la misma rechazando
el requerimiento, si se produce dentro del plazo señalado para ello.

4. La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comunidad Autónoma, podrá
también impugnar directamente el acto o acuerdo ante la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa, sin necesidad de formular requerimiento, en el plazo señalado en la Ley Regula-
dora de dicha Jurisdicción».

«Los actos o acuerdos de las Entidades locales que menoscaben competencias del Estado
o de las Comunidades Autónomas, interfieran su ejercicio o excedan de la competencia de
dichas Entidades, podrán ser impugnados por cualquiera de los procedimientos previstos en
el artículo anterior.



Esta monografía lleva a cabo un análisis de la inactividad de la Adminis-
tración pública y los medios de reacción que el ordenamiento jurídico 
pone a disposición de los interesados. Tan importante es poder recurrir 

la actuación administrativa como su omisión. Los afectados por tal situación 
no soportan la «no comparecencia de la Administración» sino que su cuestio-
namiento, tanto en vía administrativa como jurisdiccional, resulta en sí mis-
ma problemática. A lo largo del libro se intentan dar pautas de acción que 
soslayen la incertidumbre que el silencio de la Administración traslada a los 
afectados. Para ello se tiene muy en cuenta la jurisprudencia de los tribunales 
y se hace un examen de la regulación general del procedimiento administra-
tivo, sin dejar de hacer mención a ciertas especialidades sectoriales, como 
puede ser la expropiación forzosa, el empleo público, la contratación pública, 
etc. Todo ello desde se aborda desde una perspectiva práctica y prestando 
especial atención a las distintas soluciones que se pueden encontrar tanto en 
el ordenamiento jurídico como en su aplicación jurisdiccional. 




